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Sr. S. de Vega, presidente  
 

La Sección Primera del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 11 de 
julio de 2024, ha examinado el 
expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como conse-
cuencia de la reclamación presen-
tada por Dña. yyyy, y a la vista del 
mismo y tal como corresponde a 
sus competencias, emite, por 
unanimidad, el siguiente 
 

Sr. Ramos Antón, consejero  
Sra. Ares González, consejera  
Sr. Herrera Campo, consejero y  
ponente 
 
Sr. Píriz Urueña, secretario 
 
 
 
  
 

 
DICTAMEN 274/2024 

 
I  

ANTECEDENTES DE HECHO 
 
El día 28 de mayo de 2024 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 

solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por 
Dña. yyyy, debido a los daños y perjuicios derivados de su permanencia en la 
prestación de servicios como funcionaria interina. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 30 de mayo de 

2024, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 274/2024, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del 
Reglamento de Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de 
Castilla y León, aprobado por resolución de 5 de febrero de 2014 de la Mesa 
de las Cortes de Castilla y León. Turnado por el presidente del Consejo, 
correspondió su ponencia al consejero Sr. Herrera Campo.  

 
Primero.- El 22 de mayo de 2023 Dña. yyyy presenta reclamación de 

responsabilidad ante la Consejería de Economía y Hacienda de la Junta de 
Castilla y León, por “los daños y perjuicios derivados de la prestación de 
servicio en virtud de una relación de interinidad en fraude de ley”. 
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Relata que vino ocupando el puesto vvvv perteneciente al Cuerpo de 
Gestión de Administración Económico Financiera de la Intervención Delegada 
Territorial de xxxx, en virtud de nombramiento de interinidad, desde el 17 de 
agosto de 2009 hasta el 23 de mayo de 2022, fecha en que fue cesada. 
Afirma que esa relación de interinidad durante más de 12 años supone abuso 
de la temporalidad.  

 
Considera que el mantenimiento de dicha situación de interinidad le 

ha generado una serie de daños y perjuicios susceptibles de indemnización, 
entre los que se encontraría una expectativa de permanencia en el puesto. 

 
Destaca que desde 2009 no se ha convocado ningún proceso selectivo 

del “Cuerpo Escala económico financieraʺ hasta 2016; y que a partir de ese 
año los procesos selectivos convocados la colocaban en inferioridad de 
condiciones respecto a otros aspirantes, recién licenciados, al tener que 
compaginar la preparación de los mismos con el desempeño de su plaza y 
con su vida personal.  

 
Indica, además, que no ha superado nunca tales procesos selectivos, y 

que la Administración tampoco ha convocado todas las plazas vacantes cuya 
cobertura era necesaria, con el agravante de que las plazas desempeñadas 
por interinos no se ofrecieran a personal de nuevo ingreso, alargando así tal 
relación de interinidad. Como consecuencia de todo ello, según la reclamante, 
se complicaría de manera muy acusada la posibilidad de superar la oposición.  

 
Señala también que “El mantenimiento de una relación de servicios 

temporal, durante un periodo tan dilatado en el tiempo colocan al empleado 
interino en una situación de mayor vulnerabilidad quedando su vida 
profesional y personal al albur de que una decisión administrativa que le 
puede dejar sin puesto de trabajo y con muy limitadas posibilidades de acceso 
al mercado laboral. La incertidumbre del momento del cese condiciona 
también decisiones de naturaleza económica”. 

 
Y finaliza solicitando que se le “reconozca el derecho al percibo de una 

indemnización por los daños y perjuicios derivados de una relación temporal 
en fraude de ley, equivalente a veinte días de sus retribuciones fijas por año 
de servicio, prorrateándose por meses los periodos de tiempo inferiores al 
año hasta un máximo de doce mensualidades”. 
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Con la reclamación acompaña documentación relativa a la toma de 
posesión en su puesto de trabajo y cese en el mismo, y diversas nóminas.  

 
Segundo.- El 24 de mayo de 2023 la jefa del Servicio de Personal y 

Asuntos Generales de la Secretaría General de la Consejería de Economía y 
Hacienda remite escrito a la Delegación Territorial de xxxx en el que indica 
que es ésta la competente para resolver la reclamación, en virtud de lo 
dispuesto en la Ley 3/2022, de 29 de diciembre, de Presupuestos Generales 
de la Comunidad de Castilla y León para 2023, y del Decreto 44/2018, de 18 
de octubre, sobre desconcentración de competencias de la referida consejería.  

 
Asimismo, recuerda que la interesada interpuso un recurso de alzada 

contra la resolución de cese de 24 de mayo de 2022, de la Delegación 
Territorial de la Junta en xxxx, desestimado por resolución de la Secretaría 
General de la Consejería de Economía y Hacienda de 29 de junio de 2022, 
contra la que a su vez presentó recurso en el Juzgado de lo Contencioso-
administrativo n° 1 de Valladolid, que fue desestimado por sentencia firme de 
21 de noviembre de 2022 (acompaña ambos documentos). 

 
Tercero.- El 1 de junio de 2023 la Secretaría Territorial de la Delegación 

propone inadmitir la reclamación, al considerar que la misma tiene una causa, 
unos sujetos y un objeto (petición subsidiaria) idénticos a los del recurso 
contencioso-administrativo al que se ha hecho referencia en el antecedente 
de hecho previo, y existir, por ello, cosa juzgada. 

 
El 6 de marzo de 2024 la Asesoría Jurídica emite informe sobre la 

propuesta anterior, en el que considera la concurrencia de cosa juzgada, si 
bien ello implicaría la desestimación, y no la inadmisión, de la solicitud. 

 
Cuarto.- Obra en el expediente un informe de la Unidad de Secretaría 

Técnica, de 20 de marzo de 2024, sobre el contenido de la reclamación. 
 
Quinto.- El 21 de marzo siguiente se formula propuesta de resolución 

desestimatoria de la reclamación, y se solicita la emisión del correspondiente 
dictamen preceptivo a este Consejo Consultivo. 

 
Sexto.- Mediante acuerdo de 8 de abril de 2024 el Consejo inadmite 

a trámite la solicitud de dictamen, al no figurar en el expediente remitido la 
concesión de trámite de audiencia a la interesada, y se requiere al órgano 
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para que complete la tramitación en ese sentido, y en su momento presentar 
nueva solicitud de dictamen. 

 
Séptimo.- El 16 de abril de 2024 se concede trámite de audiencia a 

la interesada, quien presenta sus alegaciones el 9 de mayo siguiente. En 
ellas, básicamente, se afirma y ratifica en su reclamación inicial; entiende 
que no concurren los requisitos de la cosa juzgada; aclara que no se solicita 
una indemnización por el cese, sino por los daños y perjuicios producidos por 
el abuso de la temporalidad; muestra su disposición a una terminación 
convencional; y fija el importe de la indemnización en 21.898,97 euros, si 
bien propone el cierre del procedimiento con la cantidad de 16.424,00 euros, 
que es la cantidad correspondiente a una indemnización de 15 días de salario 
por año de servicio. 

 
Octavo.- El 23 de mayo de 2024 se formula propuesta de resolución 

desestimatoria de la reclamación.  
 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i), 1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Primera emitir el 
dictamen según lo establecido en apartado tercero 1.g) del Acuerdo de 6 de 
marzo de 2014 del Pleno del Consejo, por el que se determina la 
composición y competencias de las Secciones.  

 
2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en la 

Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas (LPAC).  

 
No obstante, cabe poner de manifiesto el tiempo transcurrido desde 

que se presenta la reclamación de responsabilidad patrimonial (el 22 de mayo 
de 2023) hasta que se formula la propuesta de resolución (el 23 de marzo de 
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2024), con lo que se excede el plazo señalado en el artículo 91.3 de la LPAC. 
Esta circunstancia supone una vulneración por la Administración de principios 
y criterios relativos a su actuación recogidos en la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público (LRJSP), como los de eficacia, 
celeridad, eficiencia y servicio a los ciudadanos. 

 
3ª.- La reclamación se ha interpuesto por persona legitimada, de 

acuerdo con el artículo 4 de la LPAC. 
 
La competencia para resolver la presente reclamación corresponde a 

la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en xxxx, en virtud de 
lo dispuesto en el artículo 3 del Decreto 44/2018, de 18 de octubre, por el 
que se desconcentran competencias en los órganos directivos centrales de la 
Consejería de Economía y Hacienda y en las Delegaciones Territoriales de la 
Junta de Castilla y León, en relación con lo señalado en la Ley 3/2022, de 29 
de diciembre, de Presupuestos General de la Comunidad de Castilla y León 
para 2023.  

 
La interesada ha ejercitado su derecho en tiempo hábil, de acuerdo 

con lo establecido en el artículo 67.1 de la LPAC. 
 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 

en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados 
por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en 
los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 

 
La referencia constitucional a la ley debe entenderse hecha a los 

artículos 32 y siguientes de la LRJSP, a la que se remite el artículo 81 de la 
Ley 3/2001, de 3 de julio.  

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo y a la reiterada 

doctrina del Consejo de Estado y de este Consejo Consultivo, la responsabilidad 
patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia de los siguientes 
requisitos: a) daño efectivo, evaluable económicamente e individualizado en 
relación con una persona o grupo de personas; b) antijuridicidad del daño, en 
el sentido de que la persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de 
soportarlo, de acuerdo con la ley; c) imputabilidad a la Administración de la 
actividad dañosa, es decir, la integración del agente en el marco de la 
organización administrativa a la que pertenece o la titularidad pública del 



 

 6

servicio o la actividad en cuyo ámbito se produce el daño; d) relación de 
causalidad entre la actividad administrativa y el resultado dañoso, esto es, 
que el daño sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un 
servicio público; e) ausencia de fuerza mayor. Asimismo, se exige que la 
reclamación se haya presentado antes de que transcurra un año desde el 
momento en que se produjo el hecho causante. 

 
No obstante, la jurisprudencia modula el carácter objetivo de la 

responsabilidad patrimonial al rechazar que la mera titularidad del servicio 
determine la responsabilidad de la Administración respecto de cualquier 
consecuencia lesiva relacionada con aquel que se pueda producir. 

 
5º.- En cuanto al fondo del asunto, tal y como se ha adelantado en 

los antecedentes de hecho, la reclamante entiende que se ha producido un 
abuso en el mantenimiento de su situación de interinidad, prolongada 
durante más de doce años, lo cual la habría generado unas expectativas de 
permanencia que habrían devenido, además, en una mayor dificultad para 
poder superar los procesos selectivos convocados, al tener que compaginar 
la preparación de los mismos con el desempeño de su actividad laboral y 
demás vicisitudes personales. Entiende que todo ello, en consecuencia, es 
generador de una indemnización equivalente a veinte días de sus 
retribuciones fijas por año de servicio. 

 
Para resolver la presente cuestión ha de partirse del hecho de que el 

funcionario interino, por la propia naturaleza de su relación con la 
Administración, no tiene reconocido el derecho a la permanencia en el cargo, 
porque su nombramiento es provisional, y se realiza por razones justificadas 
de necesidad y urgencia, tal como establece el artículo 10.1 del texto 
refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, aprobado por 
Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre: 

 
“1. Son funcionarios interinos los que, por razones expresamente 

justificadas de necesidad y urgencia, son nombrados como tales con carácter 
temporal para el desempeño de funciones propias de funcionarios de carrera, 
cuando se dé alguna de las siguientes circunstancias: 

 
»a) La existencia de plazas vacantes, cuando no sea 

posible su cobertura por funcionarios de carrera, por un máximo de tres 
años, en los términos previstos en el apartado 4. 
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»b) La sustitución transitoria de los titulares, durante el 
tiempo estrictamente necesario. 

 
»c) La ejecución de programas de carácter temporal, que 

no podrán tener una duración superior a tres años, ampliable hasta doce 
meses más por las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de 
este Estatuto. 

 
»d) El exceso o acumulación de tareas por plazo máximo 

de nueve meses, dentro de un periodo de dieciocho meses”. 
 
Esto supone, además, el cese de oficio de la relación de interinidad 

por parte de la Administración en los siguientes supuestos, recogidos en el 
apartado 3 del referido artículo 10 de la Ley del Estatuto Básico: 

 
“a) Por la cobertura reglada del puesto por personal funcionario 

de carrera a través de cualquiera de los procedimientos legalmente establecidos. 
 
»b) Por razones organizativas que den lugar a la supresión o a 

la amortización de los puestos asignados. 
 
»c) Por la finalización del plazo autorizado expresamente 

establecido en su nombramiento. 
 
»d) Por la terminación de la causa que dio lugar a su 

nombramiento”. 
 
Y es precisamente el supuesto recogido en la letra a) de dicho 

precepto el que se ha producido en el este caso, al cubrirse la plaza que 
hasta entonces venía ocupando la reclamante con carácter de interinidad, 
mediante la Orden PRE/454/2022, de 9 de mayo, por la que se nombran 
funcionarios de carrera del Cuerpo de Gestión Económico-Financiera de la 
Administración de la Comunidad de Castilla y León a los aspirantes que han 
superado el proceso selectivo convocado por la Orden PRE/678/2020, de 20 
de julio, para ingreso por el sistema de acceso libre a dicho cuerpo, y se 
adjudican los correspondientes puestos de trabajo. 

 
En este caso consta además que la reclamante impugnó su cese 

mediante recurso de alzada; recurso que fue expresamente desestimado, 
para posteriormente acudir a la vía contencioso-administrativa, en la que se 
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dictó la Sentencia nº 181/2022, de 21 de noviembre, del Juzgado de lo 
Contencioso-administrativo nº 1 de Valladolid. Esta resolución, si bien redirige 
a la recurrente hacia un procedimiento de responsabilidad patrimonial, en 
realidad ya se pronuncia sobre el fondo del asunto, negando que la 
interesada tenga derecho al abono de una indemnización por el mero hecho 
del abuso en la temporalidad del empleo público, y en concreto en su 
modalidad de interinidad. Así, el fundamento de derecho segundo de dicha 
sentencia señala lo siguiente:  

 
“(…) la legislación sobre función pública aplicable en el Estado 

español a la Administración demandada en el momento de acordarse el cese 
no prevé, al contrario de lo que ocurre con la normativa laboral aplicable en 
dicho Estado, una indemnización por el cese como funcionario interino a lo 
que hay que añadir que tampoco se prevé esa indemnización como sanción 
por un abuso en el nombramiento como funcionario interino. La 
indemnización pretendida por la parte demandante tampoco resulta del 
ejercicio de una acción de responsabilidad patrimonial dado que ese no es el 
objeto del presente recurso a lo que hay que añadir que no se observa que 
exista un daño, ni material ni moral, que cumpla los requisitos para poder ser 
indemnizable, es decir que sea antijurídico, individualizado y evaluable 
económicamente. Baste con señalar que el demandante podía no haber 
aceptado el nombramiento como funcionario interino y, posteriormente, si 
entendía que le estaba perjudicando, podía haber renunciado a ese 
nombramiento en cualquier momento a lo que hay que añadir que su 
condición de funcionario interino, dicho esto con efectos únicamente para 
este procedimiento, le puede posibilitar el acceso a la condición de 
funcionario de carrera  participando en alguno de los sistemas especiales de 
acceso previstos en la Ley 20/2021, de 28 de diciembre, siendo evidente que 
no basta con decir que existe un daño, incluido el moral, sino que es 
necesario, para que el mismo pueda ser indemnizado, que sea real, efectivo, 
individualizado, valorable económicamente y antijurídico para quien lo reclama 
debiendo existir, además, una relación de causalidad en la producción de ese 
daño atribuible al sujeto al que se le reclama, en el presente caso a la 
Administración demandada. Ninguno de esos requisitos concurre en el 
demandante o, al menos, nada ha acreditado en este procedimiento al 
respecto”. 

 
Pues bien, con posterioridad al dictado de la referida sentencia la 

reclamante presentó una reclamación de responsabilidad patrimonial, sin que 
en la tramitación del correspondiente procedimiento se haya desplegado una 
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mínima actividad probatoria por su parte que permita tener certeza de los 
daños sufridos o padecidos. Como tiene declarado este Consejo Consultivo, 
en cuanto a la existencia de la relación de causalidad entre los daños sufridos 
por la parte reclamante y la prestación del servicio público, es necesario 
probar que tales daños traen causa directa e inmediata de su funcionamiento 
normal o anormal. Este extremo corresponde acreditarlo a la parte 
interesada, de acuerdo con los viejos aforismos necessitas probandi incumbit 
ei qui agit y onus probandi incumbit actori, el principio general sobre la carga 
de la prueba contenido en el artículo 217 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, 
de Enjuiciamiento Civil, y lo que, más específicamente para el régimen de la 
responsabilidad objetiva de la Administración, dispone el artículo 67.2 de la 
LPAC. La Administración, por su parte, deberá probar los hechos que, en su 
caso, desvirtúen los alegados por la parte contraria. 

 
Pero a mayor abundamiento, las alegaciones de la reclamante sobre 

un supuesto incremento de la dificultad de acceso al puesto de trabajo con 
carácter definitivo, al disminuir la capacidad de asunción de temas con el paso 
del tiempo, y el hecho de compaginar dicha preparación con el desempeño 
de su actividad laboral y demás vicisitudes personales, no dejan de ser meras 
expectativas de derecho, al ser imposible saber si la reclamante hubiese 
superado tales procesos. Incluso ella misma reconoce en la reclamación que 
no ha superado ninguno de ellos. Y a este respecto señala la sentencia del 
Tribunal Supremo de 25 de noviembre de 1995 que “la existencia de un daño 
real y efectivo, no traducible en meras especulaciones o expectativas, 
constituye el núcleo esencial de la responsabilidad patrimonial traducible en 
una indemnización económica individualizada, de tal manera que resulte 
lesionado el ámbito patrimonial del interesado que es quién a su vez ha de 
soportar la carga de la prueba de la realidad del daño efectivamente causado”.  

 
De dicha sentencia se infiere que el daño ha de ser real y actual, como 

señalan, asimismo, las sentencias de 16 de octubre de 1995 y 16 de febrero 
de 1998, entre otras. De este modo quedarían excluidas tales expectativas, o 
los daños futuros.  

 
En este mismo sentido se expresa la sentencia del Tribunal Supremo de 

12 de diciembre de 1998, que señala en su fundamento de derecho tercero 
que “la existencia de perjuicios carecía de respaldo probatorio, de ahí que la 
Sentencia fijara como punto de partida para determinar los daños y 
perjuicios «el momento en que, si se hizo, hubiesen sido ejecutados los actos 
administrativos recurridos», pero ello no supone establecer un criterio para 
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determinar la cuantía de los daños y perjuicios, sino que se está reconociendo 
el derecho a la indemnización de unos perjuicios que no se declara haber 
sido causados, sino para el caso hipotético de que pudieran haberlo sido o lo 
fueran en el futuro, cuestión que no debe quedar diferida a la ejecución de 
sentencia”.  

 
Y la más reciente sentencia de 24 de marzo de 2014, en la que el 

mismo Tribunal destaca que “el daño debe ser real, cierto y determinado, sin 
que sean estimables los daños hipotéticos, potenciales, contingentes, dudosos 
o presumibles y sin que sea tampoco bastante la mera frustración de una 
expectativa”. 

 
En definitiva y en relación con la eventual responsabilidad patrimonial, 

entre otras consecuencias jurídicas, derivada del abuso por parte de una 
Administración pública a través de relaciones de empleo de carácter temporal 
con una misma persona, se ha pronunciado el Tribunal Supremo en las 
sentencias 1425 y 1426, de 26 de septiembre de 2018, ambas de la Sala de lo 
Contencioso-administrativo. En ellas la cuestión relativa a “si el afectado por 
la utilización abusiva de los nombramientos temporales tiene o no derecho a 
indemnización, por qué concepto y en qué momento”, lleva al Tribunal Supremo 
a declarar que el afectado “por la utilización abusiva de los nombramientos 
temporales tiene derecho a indemnización. Pero el reconocimiento del 
derecho: a) depende de las circunstancias singulares del caso; b) debe ser 
hecho, si procede, en el mismo proceso en que se declara la existencia de la 
situación de abuso; y c) requiere que la parte demandante deduzca tal 
pretensión; invoque en el momento procesal oportuno qué daños y perjuicios, 
y por qué concepto o conceptos en concreto, le fueron causados; y acredite 
por cualquiera de los medios de prueba admitidos en derecho la realidad de 
tales daños y/o perjuicios (…). Además, el concepto o conceptos dañosos y/o 
perjudiciales que se invoquen deben estar ligados al menoscabo o daño, de 
cualquier orden, producido por la situación de abuso, pues esta es su causa, 
y no a hipotéticas `equivalencias´ al momento del cese o inexistentes en 
aquel tipo de relación de empleo con otras situaciones laborales o de empleo 
público”.  

 
Pues bien, de la jurisprudencia citada se deduce que el daño resarcible 

sería el efectivamente derivado del fraude que se invoca, debiendo 
acreditarse su realidad y su alcance sin servirse de automatismos, analogías 
o “equivalencias” con relaciones de empleo diferenciadas y dotadas de sus 
específicos regímenes de acceso. 
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Y es que no se objetiva aquí que la interesada haya sufrido 

discriminación o agravio del que pueda deducirse un daño. Antes bien, se 
constata que acepta y asume voluntariamente la relación de empleo de 
carácter temporal que le une a la Administración de la Comunidad de Castilla 
y León desde su nombramiento como funcionaria interina, a lo que se añade 
que en ningún momento con anterioridad al recurso contra su cese la 
reclamante haya solicitado la regular cobertura del puesto de trabajo 
desempeñado, a fin de poner término a su situación de temporalidad. De 
hecho, lo que cabe inferir es que es plenamente consciente de una 
circunstancia ventajosa -la continuidad en el empleo sin ostentar la condición 
de funcionaria de carrera y sin haber tenido que superar un proceso 
selectivo-, ante la cual desatiende toda pretensión dirigida a que las plazas 
vacantes a las que pudiera optar se convoquen. Por otra parte, tampoco 
puede ignorarse el hecho de que, ante un daño por el carácter abusivo en la 
utilización de la figura de la interinidad, no es hasta fechas mucho más 
recientes (en concreto, a raíz su cese de 23 de mayo de 2022) cuando la 
reclamante reacciona ante ese posible fraude y sus consecuencias, lo que 
contraría la genérica invocación de los menoscabos y daños, que con esta 
situación de temporalidad se extendería a etapas muy anteriores en el tiempo, 
en las que la supuesta ilicitud no estaba presente ni, por tanto, podían sufrir 
o evidenciar una “vulnerabilidad” o angustia singular. 

 
Se basa, por tanto, la pretensión en un conjunto de circunstancias que 

pivotan sobre la práctica abusiva de la Administración al recurrir a empleados 
temporales para necesidades “estructurales”, la falta de convocatoria de 
todas las vacantes y la supuesta discriminación de la reclamante frente a los 
funcionarios de carrera y recién licenciados. Al respecto, se observa que el 
citado abuso coexistiría en este caso con una estabilidad en el empleo 
ciertamente prolongada que condiciona la percepción de “vulnerabilidad”, 
ante la cual dicha reclamante no reacciona hasta el cese, siendo así que la 
cobertura irregular de necesidades estructurales difícilmente puede esgrimirse 
por quienes se benefician de nombramientos realizados conforme al marco 
legal, y que la permanencia de los funcionarios de carrera no es una 
discriminación arbitraria que permita sustentar un menoscabo moral sino el 
resultado de procesos selectivos abiertos que aquí no se cuestionan.  

 
En cualquier caso, de admitirse la existencia de daños por la situación 

de temporalidad en el empleo público, es claro que ese perjuicio no podría 
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imputarse causalmente a la Administración -salvo que mediara una actuación 
u omisión ilícita y reconocida o manifiesta-, sino a la propia interesada. 

 
Por ello, no procede estimar la reclamación de responsabilidad 

patrimonial ejercitada, porque no se considera acreditada la efectividad del 
daño reclamado, ni vulnerado un concreto derecho reconocido por el 
ordenamiento de la Unión Europea, observándose que el eventual carácter 
abusivo del vínculo temporal que aquí se invoca -y cuya acreditación en rigor 
no consta- no abocaría a un resarcimiento a título de responsabilidad 
patrimonial. 

 
Y además, con independencia del fondo del asunto, la concurrencia de 

cosa juzgada, tal y como se indica en el informe de Asesoría Jurídica, estaría 
plenamente justificada “a la vista de los propios términos de la reclamación 
presentada en la que lo que se pide se concreta en `SUPLICA: Tenga por 
presentado este escrito, sea admitido a trámite y, en su virtud, se tenga por 
presentado escrito de Expediente de Responsabilidad Patrimonial y previos 
los oportunos trámites se dicte Resolución por la que se reconozca el 
derecho al percibo de una indemnización por los daños y perjuicios derivados 
de una relación temporal en fraude de ley, equivalente a veinte días de sus 
retribuciones fijas por año de servicio, prorrateándose por meses los periodos 
de tiempo inferiores al año hasta un máximo de doce mensualidades´.  

 
»En este sentido y por todas, sentencia del Tribunal Supremo 

de 23-1-2015 (EDJ 2190), fundamento de derecho tercero: `Lo que, en 
ningún caso cabe es duplicar una reclamación de responsabilidad patrimonial 
mediante el ejercicio de una acción de plena jurisdicción y, una vez 
desestimada por Sentencia firme, reiterarla por el cauce procedimental general 
de la reclamación de responsabilidad patrimonial administrativa del ya citado 
art. 142 de la Ley 30/92 (…), que es lo que ha hecho la mercantil recurrente. 

 
»Por tanto, aunque la resolución administrativa impugnada 

(desestimación de la reclamación por cosa juzgada) pueda ser formalmente 
diferente de la recurrida en el proceso anterior, en la medida que el objeto 
de este segundo proceso es mera repetición de lo que se juzgó en el primero 
no opera como causa de exclusión del efecto negativo de la cosa juzgada 
material de la Sentencia firme´”. 
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III 
CONCLUSIONES 

  
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Procede dictar resolución desestimatoria en el procedimiento de 

responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada por Dña. yyyy, debido a los daños y perjuicios derivados de su 
permanencia en la prestación de servicios como funcionaria interina. 

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
 


